Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 37 minutos.) 


-La Comisión de Transporte y Obras Públicas tiene el gusto de recibir a los integrantes de la 
Unasev en el marco de la consideración del proyecto de ley por el que se introducen normas 
complementarias en materia de tránsito y seguridad vial. 


Estamos en condiciones de escuchar los comentarios que se deseen realizar con respecto a 
las modificaciones y empezar a conversar sobre los puntos específicos que se han estado tratando a 
nivel individual o colectivo. 


SEÑOR BARRIOS.- Para nosotros siempre es importante colaborar con lo que pueden ser distintos 
puntos de vista en relación a este proyecto de ley. 


Si el señor Presidente me permite, cedería el uso de la palabra a la doctora Lencina, que es 
la Coordinadora General de la Cámara Asesora de Jurídica y Seguridad Vial. 


SEÑOR INTHAMOUSSU..- Perdón, pero si se me permite, antes quisiera dejar una constancia. 


Esta reunión estaba prevista para la hora 14 y 30; seguramente el Prosecretario, doctor 
Diego Cánepa va a llegar a esa hora, pues no le pudimos avisar que la reunión se adelantaba. Es por 
eso que queremos excusarlo ante la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ciertamente, decidimos cambiar la hora por varias razones, pero 
fundamentalmente porque en la segunda quincena de agosto el Senado comenzará a discutir el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas, lo que seguramente hará que se suspendan las sesiones 
formales, y la verdad es que tenemos interés en que esta iniciativa sea aprobada lo antes posible. 
Queremos hacer el máximo esfuerzo para avanzar en el tratamiento de la iniciativa, de modo que la 
próxima semana pueda ser discutida en el Plenario. 


SEÑORA LENCINA..- En la sesión anterior hubo varios planteos y observaciones; luego de analizarlos, 
hemos creído pertinente hacer una serie de modificaciones. 


Por mi parte, me voy a remitir a temas ya planteados. Uno de ellos refiere al tema de la 
sanción. En el proyecto de ley no aparece ningún artículo que aluda a ella, es decir, que diga que como 
son normas que prohíben una conducta, aparejan una sanción. Entonces, incorporamos una 
disposición que, en términos generales, establece que las sanciones que deriven de la aplicación de la 
presente ley serán fijadas por el Poder Ejecutivo a propuesta de la Unasev, a través de la 
reglamentación respectiva. Obviamente, esto estará sujeto al análisis y definición de los señores 
Senadores, pero lo cierto es que entendemos que hay una ausencia, por decirlo así; si bien 
vinculábamos la técnica que se había usado con la ley de tránsito, creo que hoy estamos en 
condiciones de ofrecer un planteo más concreto a esa solución. 


Por otro lado, se hizo referencia a que había varios artículos sobre diferentes rangos de 
edades: se hablaba de 0 a 3 y de 3 a 5 años, por ejemplo. Al respecto, se generaron dos posturas: fijar 
una norma única, después complementada por un decreto reglamentario, o establecerlo de forma 
detallada. En el Parlamento se manejaron las dos posiciones, pero es evidente que dejar una parte 
librada a la reglamentación puede hacer que todo resulte más fácil, fundamentalmente si surgen 
elementos técnicos o se quiere hacer alguna modificación. Por lo tanto, recogimos ese espíritu en un 
solo artículo y nos remitimos a la reglamentación en cuanto al sistema de sujeción y esos rangos de 
edades que, en realidad, serán los mismos, porque están basados en las definiciones dadas por la 
Organización Mundial de la Salud. O sea que en lugar de hacer aquel detalle de varias disposiciones, 
creamos un solo artículo que establece que los niños y adolescentes de O a 12 años, o de hasta 1,50 


metros de estatura, deberán viajar en los asientos traseros, de conformidad a los sistemas de sujeción 
y categorías establecidas en la reglamentación que el Poder Ejecutivo establezca. 


En cuanto al tema del uso de ropas claras, eliminamos el artículo correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata del artículo 30, que establece que los peatones deberán utilizar 
vestimenta clara, elementos retro-reflectantes o dispositivos lumínicos destellantes al circular en la vía 
pública en horas nocturnas o con reducida o nula visibilidad. 


SEÑORA LENCINA.- Como se recordará, se hicieron algunas observaciones. 
(Dialogados.) 


-Lo relativo a los peatones es todo un tema; en definitiva, hacemos planteos quizás para un 
futuro. Hay cosas que todavía deben madurar, por decirlo de algún modo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La cuestión es cómo esto puede ser aplicable. 


SEÑORA LENCINA.- La realidad -y la cuestión fundamental- es que el tema del control y la 
fiscalización de los peatones se ve en las circunstancias de siniestro, en momentos de responsabilidad, 
cuando en el análisis de un caso el Juez indaga y así surge la prueba, es decir, si la persona estaba o 
no con ropas claras. 


En cuanto al artículo 32, relativo al maletín de seguridad vial, es totalmente de recibo lo que 
se planteó acerca de que no debería aparecer la palabra “enajenación”; como se recordará, se hablaba 
de ella en alusión a si se trataba de vehículos usados o cero kilómetro. En ese sentido, nos 
replanteamos el tema, lo analizamos y concluimos que para nosotros es necesario que todos los 
vehículos que circulen en la vía pública tengan el maletín de seguridad vial. Se puede otorgar un plazo 
de 180 días para que todos dispongan de él; esto, sin referirnos a una enajenación o no, es decir, no 
importa si el auto ya está en plaza o recién se incorpora. De esa manera eliminamos el problema de si 
es un vehículo cero kilómetro, de primera enajenación, de segunda, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, serían 180 días a partir de la reglamentación. 


SEÑORA LENCINA.- Así es, señor Presidente. Es más, incluimos un artículo final que contiene todos 
los elementos, pues dice que el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de 180 días 
a partir de su promulgación. Lo hicimos planteándonos también la importancia de generar ese lapso 
para la elaboración del decreto reglamentario estableciendo, por ejemplo, los rangos de edades, el 
sistema de sujeción de los niños, etcétera. En suma, nos pareció que tal plazo era viable para poder 
redactar el decreto reglamentario de la ley. 


SEÑOR BARRIOS.- Para complementar lo que se ha dicho, agrego que el maletín de seguridad vial es 
la extensión del maletín de primeros auxilios. Es decir, no son dos cosas distintas, sino que forman 
parte de lo mismo. El maletín de primeros auxilios se llama ahora “maletín de seguridad vial” porque 
abarca los primeros auxilios, más chalecos reflectivos para evitar algunas de las cosas que ocurren de 
noche en las calles y, sobre todo, en las rutas, porque la gente se baja sin ningún tipo de protección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente la reglamentación incluya el contenido más alguna forma de 
acreditación. Digo esto porque se corre el riesgo de que después cualquier individuo con pocos 
escrúpulos, por vender los maletines, los haga de una manera no adecuada. Hago este comentario 
pensando en el futuro. Pienso que habrá que hacer una reglamentación que incluya una certificación 
de la validez para hacer las cosas correctamente. 


SEÑORA LENCINA.- Estoy totalmente de acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR BARRIOS.- En ese sentido, conversamos con representantes del Ministerio de Salud Pública 
y ya tenemos prácticamente conformado -con nuestro aval y el de ese Ministerio- el requerimiento para 
incorporar el maletín de seguridad vial. 


SEÑORA LENCINA.- Retomamos el criterio de seguir las observaciones que se nos habían planteado 
en la reunión anterior. 


Luego de una discusión interna que mantuvimos, decidimos eliminar expresamente algunos 
artículos como, por ejemplo, el viejo artículo 12, donde se hablaba de que los niños debían ir sentados 
en los vehículos de transporte colectivo. En lo que refiere al mismo tema, pero vinculado al transporte 
de mediana y larga distancia, habíamos establecido la prohibición del transporte de personas de pie; 
allí hicimos una adecuación para plantear un proceso gradual. Está bien que la prohibición exista, pero 
estableciendo un plazo de admisibilidad por 24 meses, siempre que esos ómnibus vayan a una 
velocidad menor... 


(Dialogados.) 


-Me estoy refiriendo al artículo 15, que establece: “Se prohíbe transportar personas de pie en 
los servicios a que refiere el presente capítulo”. Cabe aclarar que los servicios a los que se alude son 
los de mediana y larga distancia. Lo que ahora planteamos es una graduación en esa prohibición, de 
manera tal que durante este plazo de 24 meses se pueda llevar personas de pie en ese tipo de 
servicios, siempre que la velocidad a la que ese conductor se traslade sea un 30%menor, excepto 
cuando la velocidad reglamentaria es de 45 kilómetros por hora, o menos. 


(Intervención del señor Senador Moreira que no se oye.) 


SEÑOR MICHELINI.- En cuanto al transporte de mediana y larga distancia, ¿cuál es la velocidad 
máxima? 


SEÑORA LENCINA.- La máxima es de 90 kilómetros por hora, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Y qué recorrido es de mediana o larga distancia? A su vez, ¿qué impacto tiene 
esto? ¿Es mucha la gente que va de pie en estos recorridos? ¿Se puede tener una aproximación? 


SEÑOR BARRIOS.- Hay que tener en cuenta la época del año. Por ejemplo, en los meses de verano 
es explosiva la cantidad de pasajeros que viajan parados. Cualquier persona que tenga un familiar o un 
hijo que vaya a veranear a La Paloma o a acampar a Punta del Diablo sabe que viajan casi tantos 
pasajeros parados como sentados y la velocidad máxima permitida es de 90 kilómetros por hora. El 
70% de los afectados en siniestros de tránsito que involucran ómnibus han resultado lesionados al salir 
despedidos contra los pasajeros. 


En caso de que se permita que por un período las personas vayan de pie, un elemento central 
a tener en cuenta es reducir la velocidad en un 30% para garantizar que frente a un siniestro el daño 
potencial sea menor. 


SEÑOR VIERA.- ¿Tienen datos estadísticos de los siniestros o de la cantidad de personas siniestradas 
por ir paradas y del grado de las lesiones? 


SEÑOR BARRIOS.- Los datos estadísticos que tenemos son extrapolaciones de estudios hechos a 
nivel internacional. Como en este país nunca se investigó el tema de la siniestralidad vial, disponemos 
de pocos datos nacionales que permitan cuantificar ese fenómeno. Es claro que en diversas 
situaciones en las que pasajeros resultan involucrados en un impacto frontal o lateral a 90 kilómetros 
por hora, quienes viajen parados incrementan enormemente el fenómeno de la lesividad por no ir 
sujetos. Por eso el pasajero también debe tener cinturones de seguridad. A veces, las colisiones o los 
vuelcos de ómnibus se producen pese a que no circulan con exceso de velocidad. El hecho de que un 
pasajero resulte despedido puede dar lugar a lesionar a otros pasajeros. 


Actualmente estamos desarrollando un Sistema de Información Nacional de Tránsito junto con 
el Ministerio y la Agesic para tener datos diarios de los siniestros de tránsito. Muy probablemente 
cuando incorporemos la parte sanitaria -es decir, lo relativo a las lesiones- vamos a poder cruzar datos, 
pero eso hoy es imposible de hacer. 


SEÑOR MOREIRA .- En este tema debe existir una gran casuística. 


En el proyecto de ley se habla del uso del cinturón de seguridad en servicios de transporte 
regulares públicos de mediana o larga distancia por carretera y que superen los 120 kilómetros de 
recorrido. En el interior hay muchísimos ómnibus que nunca superan esa distancia. Estoy pensando, 
concretamente, en mi departamento de Colonia, en donde raramente un ómnibus supere ese recorrido. 
Es decir que ese transporte colectivo estaría exceptuado de esta norma, incluso de la velocidad en 
descenso o contenida. El transporte público urbano de pasajeros, como Cutcsa o las cooperativas de 
Montevideo, tampoco estarían comprendidos ni los servicios de Copsa a Canelones que recorren 60 o 
70 kilómetros. 


SEÑORA LENCINA.- En el proyecto de ley no está contemplado el recorrido de corta distancia. 


SEÑOR BARRIOS.- En este tema estamos innovando bastante y poniendo al día al Uruguay en 
materia de mecanismos preventivos, pero hay que hacer cosas que sean aplicables con cierta 
gradualidad. No nos cabe la menor duda de que nadie puede viajar parado a ningún lado. Por ejemplo, 
en muchos lugares del interior el único ómnibus que pasa recoge a la maestra y a los niños; en ese 
caso tenemos que preservar el servicio porque tiene un fin social. Con ese sentido se planteó el tema 
de la reducción de la velocidad. También, pese a que no sea un recorrido de mediana o larga distancia, 
se debe tener la precaución de que si se llevan pasajeros parados, sea un 30% menos. Eso surgirá de 
la discusión. El tema del transporte urbano es algo más complejo y en él se va a seguir trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy de mañana representantes de la empresa Cutcsa nos hicieron llegar una 
consulta al respecto porque, como otras compañías de ómnibus, hace gratis servicios sociales de 
transporte de escuelas para realizar paseos. Como hacen recorridos menores de 120 kilómetros no 
habría problemas, no así si pasaran de esa distancia. 


SEÑOR INTHAMOUSSU..- No recuerdo el artículo, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de los artículos que antes eran 16 y 17. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- Gracias, señor Presidente. Esa situación estaría contemplada en ese 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No podrían hacerlo, entonces? 
SEÑOR INTHAMOUSSU.. Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 16 -actual artículo 8%- decía: “Los vehículos del transporte colectivo 
de pasajeros que cumplan servicios ocasionales, deberán poseer cinturón de seguridad en todos sus 
asientos o plazas, en las condiciones establecidas en el Decreto 206/2010 de fecha 5 de julio de 2010”. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- O sea que no se podría brindar ese tipo de servicio con vehículos del 
transporte urbano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, implicaría que lo que hace Cutcsa, por ejemplo, cuando lleva 
alumnos de una escuela a Paso Severino, no se podría realizar. 


SEÑOR BARRIOS.- Lo puede hacer si coloca los cinturones de seguridad a los ómnibus. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- O con los ómnibus de la empresa que sí tienen cinturones, es decir, los que 
brindan servicios suburbanos. Estamos hablando de Cutcsa simplemente para poner un ejemplo. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría que se definiera qué se considera servicio colectivo y ocasional. 
¿Cómo se define o se entiende el servicio ocasional? 


SEÑORA LENCINA.- Hablamos de transporte de pasajeros regular cuando ya existe una frecuencia, 
un horario, un sistema de registro y un funcionamiento establecido. 


El servicio ocasional es aquel que uno contrata -por supuesto que se puede redefinir o darle 
mayor precisión al texto si ofrece dudas- por ejemplo, para transporte de turismo, de excursiones, 
etcétera. En este capítulo solo se hace referencia al hecho de que deben contar con cinturones de 
seguridad. En realidad, este servicio quedó por fuera de la Ley N* 18.191 y por eso se incluye aquí el 
tema del cinturón. Si bien resultaba muy claro que debía tenerlo, parece necesaria una norma legal 
muy específica que nos habilitara en ese sentido. 


SEÑOR PENADÉS.- Según lo que dice la señora Lencina, la definición de transporte ocasional se 
puede interpretar de dos maneras. Una de ellas, como la ocasión de alquilar un ómnibus para hacer 
una excursión o de un ómnibus de turismo que tradicionalmente se dedica a organizar paseos. Otra 
puede referir, por ejemplo, al pedido que hace una escuela a una empresa de transporte colectivo de 
pasajeros para llevar a los sextos años en viaje de fin de curso a determinado lugar. 


Me parece que la no definición del transporte ocasional abre una gama muy general de 
situaciones difíciles de comprender. Por lo que acaba de decir la señora Lencina, la Unasev entiende 
como ocasional todo aquello que no es regular, es decir, como todo servicio de transporte colectivo de 
pasajeros que no cumple horarios regulares a cualquier destino. Eso abre una gama gigantesca que va 
desde los servicios sociales que mencionábamos cuando hacíamos referencia al viaje de fin de año de 
una escuela, hasta lo que mañana puede ser un servicio de excursión. 


En definitiva, ¿sería para todos esos ómnibus que se aplicaría la obligatoriedad del uso del 
cinturón? 


SEÑORA LENCINA.- Exacto, señor Senador. 


Quizás resulte reiterativo, pero al regular el tema del uso del cinturón, en el artículo 31 de la 
Ley N* 18.191 se hace referencia a autos, a camionetas, a transporte de escolares, al transporte 
colectivo de pasajeros, al conductor y al eventual acompañante. Por lo tanto, quedaron algunos 
servicios y ciertos tipos de transporte a los que expresamente la ley no exigía el uso del cinturón. 


De alguna manera pretendemos ingresar estos transportes y garantizar por ley una exigencia 
que todos sabemos que es necesaria. 


SEÑOR PENADÉS.- El otro planteamiento tiene que ver con una duda que nos quedó en la sesión 
pasada sobre el actual artículo 8% -que antes era el artículo 16- acerca del recurso de establecer en 
una norma legal la existencia de un decreto. Evidentemente, no es de la mejor técnica legislativa que 
un artículo de un proyecto de ley se base en un decreto, ya que este puede ser modificado por el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑORA LENCINA.- Entonces, debemos quitarlo. 


SEÑOR MICHELIN!I.- En el acierto o en el error hemos decidido no exigir al transporte colectivo urbano 
de pasajeros que lleve a personas paradas, algo que sí exigiremos en los casos de recorridos más 
largos. Inclusive, en estos últimos bajamos la velocidad y permitimos nuevamente que vayan personas 
paradas, partiendo de la base de que una menor velocidad debe servir para bajar la siniestralidad y 
sus daños; naturalmente, lo iremos estudiando y evaluando. 


Si en los artículos 16 y 17 -actuales artículos 8% y 9%, respectivamente- se hace referencia a 
los servicios ocasionales y se establece la exigencia, se deja que todo el parque automotor colectivo de 
las empresas no asista a este tema porque, obviamente, van a estar vedados pese a hacer recorridos 
parecidos. Me parece bien hacer el esfuerzo de que se coloquen cinturones e ir creando la mentalidad 
de que no viajen personas paradas cuando se hacen recorridos cortos, aunque haya que poner otros 
en el caso del turismo cuando se viaja en ómnibus que realizan recorridos largos. Ahora bien, si 
dejamos afuera al transporte colectivo de pasajeros, en mi opinión no tendría sentido que los servicios 
no regulares u ocasionales -es decir, el parque automotor que hace servicios sociales a liceos, entre 
otros- no puedan contribuir y queden excluidos cuando a veces el recorrido que hacen es menor al 
habitual y el porcentaje de pasajeros que se les permite llevar parados es inferior. Entonces, estaba 
pensando en que hasta que no se cree una Comisión que estudie la siniestralidad con las 
características de Uruguay en el servicio de transporte colectivo de pasajeros urbano, me parece que 
los estamos excluyendo, no porque no haya siniestralidad, sino porque debemos obligar por ley a 
estudiarlo. Mientras eso no ocurra, deberíamos exceptuar de esa situación a ese tipo de vehículos. No 
estoy diciendo que se deben quitar los artículos, sino que los vehículos de transporte colectivo de 
pasajeros que cumplan servicios ocasionales, que no sean los regulares -me refiero al vehículo que es 
contratado por un equipo de fútbol para ir al Estadio Centenario- queden exentos y se obligue a que 
una Comisión haga un estudio profundo del tema. Inclusive, que se informe de ello no solo a la 
Asamblea General, sino también al Poder Ejecutivo y a las Comisiones respectivas; que se haga el 
estudio por la Unasev llamando a todos los interesados. Me parece que por ahí podemos andar mejor, 
pero solo es un comentario. 


SEÑOR MOREIRA.- Mientras escuchaba me puse a pensar en nuestra propia experiencia. 
Conociendo la realidad, me imagino que la mayoría de los vehículos de transporte colectivo de 
pasajeros que cumplen servicios ocasionales también han de llevar a cabo servicios regulares. Las 
grandes empresas de transporte tienen los mismos ómnibus para sus servicios ocasionales y 
regulares. Sería importante saber cuántas empresas solamente cumplen servicios ocasionales; pienso 
que deben ser una minoría porque, como dije, la mayor parte de los ómnibus son de empresas que 
cumplen servicios regulares y que hacen excursiones o los alquilan. Por lo menos, y según la 
experiencia en nuestro departamento, la mayoría de las empresas tienen ómnibus que cumplen esa 
doble función, por lo que me imagino que en las grandes empresas nacionales también debe suceder 
lo mismo. 


Sería bueno contar con las cifras relativas a cuántas empresas solamente cumplen servicios 
ocasionales porque, de lo contrario, sus ómnibus ya deberían contar con cinturón. 


SEÑORA LENCINA.- Cuando hablamos de servicio ocasional nos referimos a todo lo que es turismo. 
SEÑOR MICHELINI.- Y esos ómnibus, ¿no deben tener cinturones de seguridad? 


SEÑORA LENCINA.- Esto viene a completar el planteo de la Ley N* 18.191. En realidad, nos quedó 
este aspecto para incorporar entre las exigencias. ¿Por qué entendemos que esto es importante en el 
ámbito del transporte turístico? Porque si un colegio o un liceo contrata un ómnibus para llevar a los 
niños, sería un contrasentido que utilizaran un servicio de transporte que no contara con cinturones de 
seguridad. Es al revés; el gran reclamo que enfrentamos tiene que ver con los motivos por los que en 
los sistemas de turismo no está prevista ni planteada la exigencia del cinturón a texto expreso, como 
obligación, y no simplemente como una recomendación. 


Ahora bien, ¿qué sucede con las empresas grandes como, por ejemplo, Turil? Las unidades 
de esas empresas ya cuentan con cinturón de seguridad; en realidad, si hablamos de Turil o de 
Agencia Central -por ejemplo- cuando se contrata sus servicios los ómnibus ya lo tienen. 


¿Cuáles serían las empresas cuyos ómnibus no cuentan con cinturón de seguridad y que 
brindarían un servicio social u ocasional? Esa situación puede darse en forma muy escasa y, en este 
sentido, podemos hablar de Cutesa o de alguna otra empresa de transporte urbano. 


¿Debemos regular este tema pensando en esos servicios ocasionales de Cutcsa, por ejemplo 
-una empresa que tiene ya establecida toda su franja de trabajo, de frecuencias, de oportunidades 
laborales, etcétera- cuando, en realidad, estamos planteando una exigencia con la que todos estamos 
de acuerdo? En este sentido, no entiendo mucho el planteo efectuado. 


SEÑOR MICHELINI.- El problema es cuando el servicio se brinda en forma gratuita. Entiendo que, si 
hablamos de Montevideo, el sentido comercial de las empresas de transporte no es brindar este tipo de 
servicios sino que, por el contrario, esto suele representar una complicación y un enredo. Cuando los 
llevan a cabo es por un sentido de responsabilidad social -que está tan de moda ahora- y lo hacen de 
manera honoraria, no cobran por ellos. Entonces, ¿qué pasa cuando ocurre eso? Porque una cosa es 
que pongan el combustible, el chofer y el vehículo, y otra distinta es que sientan que los van a obligar a 
colocar cinturones de seguridad, etcétera, según la normativa. Entonces, ¿qué hacen? Se alejan y no 
brindan el servicio. 


La pregunta es cuál es el bien a tutelar, es decir, si en este momento es el tema de la 
siniestralidad, la vida y los daños a las personas, o el del servicio gratuito. Por eso yo hablé de la 
Comisión. ¿Por qué no nos tomamos un año para estudiar esto y, en todo caso, después legislamos? 


SEÑOR BARRIOS.- Tenemos que dar un mensaje claro a la población en general, ya sea que viaje en 
ómnibus, en auto, en moto o en cualquier otro vehículo. Entonces, debemos utilizar un idioma bastante 
claro y llenar algunos vacíos que quedaron en la ley anterior. Hemos mantenido muchísimas reuniones 
con las empresas, tanto urbanas como de transporte de mediana y larga distancia y todas están de 
acuerdo en que es necesario incorporar el cinturón de seguridad. Inclusive, las empresas que hacen 
servicios o traslados ocasionales no se van a ver para nada perjudicadas ni van a retacear la supuesta 
inversión en un vehículo que, por otra parte, ya tienen. Digo esto porque todas estas empresas 
urbanas tienen vehículos que también realizan traslados interurbanos e, incluso, algunos de ellos ya 
vienen con equipamiento. Así como se reglamentó el cinturón de seguridad para todos los ciudadanos 
del país, esta medida podría abarcar a las empresas. Para empresas fuertes como las que hay en 
Uruguay, no representaría una inversión demasiado costosa, frente al beneficio de todos los 
ciudadanos de viajar en un ómnibus que cuenta con cinturón de seguridad. Por la vía de la excepción, 
creo que nos quedamos bastante “rengos” en la aplicación de la ley. Además de este mensaje único a 
la población -que creo que es muy buena cosa- otro aspecto importante es que nos estaríamos 
adelantando al evento. Estamos avanzando en el Sistema de Información Nacional de Tránsito, pero 
también deberíamos hacerlo en el sentido de incorporar información acerca de las lesiones que se 
ocasionan en los distintos tipos de vehículos. Creo que no tenemos que esperar a que esto suceda, 
sino que debemos protegernos antes, y para eso es este instrumento. Quizás alguna empresa 
prefiera no realizar ningún transporte urbano si tiene que incorporar los cinturones de seguridad. En 
ese caso, no debería hacer ningún transporte ocasional, y seguramente habrá otras que lo harán con 
responsabilidad social; las que se posicionan de esa manera tienen algunos beneficios, y está bien que 
así sea. Estamos convencidos de que ninguna empresa va a decir que si tiene que equipar un ómnibus 
con cinturones no va a dar ningún apoyo social a la comunidad. Creemos que este elemento no 
debería tener peso y habría que avanzar en la complementación. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera saludar a la delegación de la Unasev y señalar que normalmente el 
horario de comienzo de esta Comisión es a las 14 y 30 horas; lamentablemente no pude estar desde el 
principio porque tuve una actividad fijada con antelación que no me lo permitió. 


Quiero expresar que tengo para hacer varias observaciones al proyecto y me alegro de que 
alguna de ellas esté contemplada en el texto alternativo con el que recién tomé contacto. 


En cuanto a este último tema que estamos tratando, creo que deberíamos ser coherentes 
con los criterios a aplicar. Si estamos exigiendo -y me parece bien, por lo menos como primer paso- 
que los vehículos de transporte de pasajeros, en los servicios que superan los 120 kilómetros de 
recorrido, sean los que tengan obligatoriamente determinados dispositivos, no entiendo por qué para 
los ocasionales los universalizamos. Hay muchos vehículos que llevan chicos al cine, al teatro, al 
Palacio Legislativo, que son de empresas, pero también de instituciones del Estado. Normalmente, una 
o dos veces por semana envío algún telegrama al Ejército solicitando un traslado para que, por 
ejemplo, alguna escuela viaje a la Colonia que tienen en San José. Creo que habría una afectación 


bastante importante, más allá de coincidir en que, con el tiempo, las empresas podrían comenzar a 
considerar su instalación. Son muchas las escuelas que para trasladarse hacen solicitudes a empresas 
o a distintas instituciones. Sería coherente que los ómnibus habilitados para hacer su servicio sin 
cinturones no enfrentaran ningún obstáculo en el traslado ocasional y gratuito de pasajeros, 
obviamente, con las mismas obligaciones si el servicio supera los 120 kilómetros. Eso sería coherente, 
aparte de los avances y de que, en un tiempo, se hagan correcciones a la baja en cuanto a la distancia 
de 120 kilómetros; sabemos que todo límite es perverso, porque bien podríamos hablar de 121 o 119 
kilómetros. Eso es lo que habitualmente se hace; no encuentro la lógica de reglamentar los servicios 
ocasionales. En realidad siempre estamos hablando de estos servicios. 


¿En qué podríamos ampliar esta propuesta? Por ejemplo, para aquellos casos en que se 
traslada trabajadores a una fábrica -están contratados para eso- o los autobuses que se utilizan para 
sacar a pasear a la gente que llega al puerto y va a otro lugar. A los servicios que son exclusivamente 
ocasionales se les debe aplicar una norma, y los que cumplen servicios regulares y prestan servicios 
ocasionales deberían estar sujetos a las mismas normas que se aplican a quienes prestan servicios 
regulares. De esta forma me parece que estaríamos avanzando bastante. Creo que exigirle al servicio 
ocasional lo que regularmente no se exige no es coherente porque, por ejemplo, si el 163 que hoy va a 
Paso de la Arena mañana tiene que trasladar niños desde ese lugar al cine Plaza, debería entonces 
contar con cinturones de seguridad. Se trata de los mismos niños que transporta habitualmente, e 
incluso en otras condiciones, con personas mayores. 


Me parece que ese sería el camino; hay que darle coherencia al texto estableciendo las 
mismas normas para lo eventual que para lo regular, lo cotidiano. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VIERA.- Siguiendo la misma línea de razonamiento de los señores Senadores que me 
antecedieron en el uso de la palabra, creo que muchos de estos servicios ocasionales son de carácter 
netamente social, con coches que prestan servicio urbano y que por ley no estarían obligados a tener 
cinturones de seguridad. Entiendo que antes de aplicar la medida del cinturón por ley a quienes hagan 
un recorrido más o menos largo, deberíamos considerar si realmente vale la pena. Esa es la razón de 
mi pregunta anterior en cuanto a si contamos con los datos estadísticos de siniestralidad. Si es así, en 
función del bien tutelado -como decía el señor Senador Michelini- tomamos la decisión de que, pese a 
que pueda mermar el servicio social, sea obligatorio el uso del cinturón. Incluso, por economía 
procesal, estos dos artículos no deberían estar separados, sino en un único capítulo que refiera a la 
obligación de usar el cinturón en determinados servicios, ya sean ocasionales o permanentes. 


Me parece que para decidir si vamos a exigir legalmente el uso del cinturón a aquellos 
servicios que no tenemos definidos, deberíamos saber si en esos casos la siniestralidad en el Uruguay 
es importante o no. 


SEÑOR INTHAMOUSSU.- Antes de que el señor Barrios o la señora Lencina respondan la pregunta 
que ha hecho el señor Senador, me gustaría decir que la idea no es entrar en el debate. Por lo tanto, 
solo voy a hacer un aporte. 


El siniestro fatal que lamentablemente tuvo como víctima a la niña que iba al Colegio Palotti 
fue en una camioneta considerada de servicio ocasional, un STU, o transporte de turismo, aunque 
públicamente se dijo que se trataba de un servicio de transporte escolar. Cuando se debate sobre este 
tema hay que pensar en la característica del vehículo, porque si pensamos en un ómnibus urbano 
como el 163 -ejemplo que dio el señor Senador Rosadilla- que brinda servicios todos los días, 
podríamos preguntarnos por qué no aplicar la reglamentación. De manera que deberíamos pensar 
también en ese tipo de servicio ocasional -en el que no se va puerta a puerta sino de un punto de la 
ciudad a otro- que brindan muchas camionetas contratadas por los colegios. En función de que el 
espectro se va ampliando, tendríamos que seguir debatiendo en torno al tema. 


SEÑOR PENADÉS.- A esta altura del debate ya hemos intercambiado bastantes opiniones, por lo que 
creo que deberíamos trabajar en las correcciones que hicimos sobre el tema del decreto y en buscar 


una definición más precisa de lo que se entiende por “transporte colectivo ocasional”. Sería importante 
diferenciar claramente estas cuestiones porque, de la interpretación que se hace del proyecto de ley, 
parecería surgir que todo servicio de transporte colectivo que no sea regular, es ocasional. Esa 
definición abarcaría a todos, tanto a los que cumplen fines sociales como a aquellos que por ese 
servicio obtienen un lucro económico. 


Quiero decir que con relación al servicio ocasional he escuchado algunas referencias 
asociadas al cumplimiento de fines sociales. Sin embargo, debemos distinguir que una cosa es el 
ómnibus que presta una empresa de transporte colectivo para llevar a un grupo de escolares desde la 
escuela hasta el zoológico y otra el que se presta para llevarlos de aquí a Punta del Este. Estas son 
dos cosas que deberíamos diferenciar porque no se justifica que un ómnibus que cumple un servicio 
regular de pasajeros en el departamento de Montevideo -como bien lo señaló el señor Senador 
Rosadilla- cuando transporte menores -o no menores- de un punto a otro del propio departamento 
tenga que disponer de cinturones de seguridad. Tendríamos que trabajar sobre este punto, pues no me 
cabe la menor duda de que todo viaje regular o circunstancial que se haga más allá de los 120 
kilómetros debe efectuarse con cinturón de seguridad. Reitero que no me cabe la menor duda de ello. 
Ahora bien, ahí estaríamos ingresando en un terreno de discrecionalidad muy relativo que nos llevaría 
a cuestionarnos por qué los 120 y no los 80, 60 o 40 kilómetros. Si nos atuviéramos a lo que debiera 
ser, el uso del cinturón de seguridad tendría que exigirse en todos lados, pero como tenemos que ir 
trabajando sobre el tema de manera paulatina, creo que esto representa un avance. 


Repito que a mi juicio debería definirse más precisamente lo que se entiende por “transporte 
ocasional” y atender las diferencias entre lo que es el transporte de un punto a otro dentro de un área 
determinada y el que exceda ese límite. 


Existe un elemento que no puede ser disociado de la realidad. Me refiero a la aplicación, a 
partir de los 24 meses de promulgada y reglamentada la ley, de la prohibición del viaje de personas de 
pie en los trayectos de mediana y larga distancia, lo cual genera un cambio muy importante hasta en 
los estilos de vida. Por ejemplo, el personal policial de nuestro país viaja gratis en todo el transporte 
colectivo, pero debe hacerlo parado en caso de que el ómnibus esté lleno. O sea que hay situaciones 
que hacen a la realidad del país. En este sentido, me gustaría que los representantes de la Unasev nos 
pudieran asesorar con relación a este punto. Tengo entendido que el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en algún momento llegó a regular la cantidad de personas que podían viajar de pie en los 
trayectos de mediana y larga distancia. 


Con relación a la disminución en un 30% de la velocidad, ¡seamos francos entre nosotros!; 
ello quedará en una expresión de buenos deseos porque su fiscalización va a ser muy difícil. En lo 
personal, soy muy poco amigo de establecer obligaciones que, de pique, sabemos que no se van a 
cumplir. Más allá de esto, es un objetivo que todos buscamos. También es cierto que en Uruguay -y 
vayamos a lo real y no a lo ideal, porque en esto último todos coincidimos- los accidentes del 
transporte colectivo de pasajeros, gracias a Dios, no son la mayoría. Si estamos viviendo una crisis en 
el transporte es con respecto a las motocicletas y las motos. Además, se ha generado una gran 
distorsión porque la red vial no está preparada para asumir ese desafío. 


Entonces, con relación al artículo 7%, creo habría que analizar la idea de los 24 meses, porque 
me parece que nos obligará a un cambio importante. Estamos hablando de ómnibus de turno que 
cumplen el recorrido de las rutas nacionales. Recuerdo que hay un servicio de una empresa de 
transporte que sale de Montevideo a la hora cero y llega a Salto al otro día a las 19 o 20 horas porque 
hace toda la ruta del litoral. Esa es la realidad y debemos tenerla en cuenta, porque es parte de la 
idiosincrasia del país. 


Por otro lado, con respecto al transporte ocasional, y como muy bien dijo el señor Senador 
Rosadilla, una cosa es ir de punto a punto y otra es un viaje de mediano o largo aliento. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- No es este el ámbito, pero cuando se comience a tratar el proyecto en 
el Plenario ratificaré mi posición en el sentido de que en atención a los motivos por los cuales estamos 
legislando -la prevención de cada una de las circunstancias que pueden afectar la vida- me inclino por 


el bien común, que es el de procurar abatir la siniestralidad, aun cuando en la regulación no podamos 
incluir todas las situaciones. 


Por supuesto que estas cosas no pueden ser tan rígidas y hay situaciones que realmente nos 
llevan a pensar si pueden ser transitorias o modificadas. Dicho de otro modo: la rigidez pueda hacerlas 
inaplicables; es una realidad. 


Hay dos o tres artículos que me planteaban dudas respecto a su aplicabilidad. Uno de ellos 
es el artículo 12, al que se refirió el señor Senador Rosadilla en la última sesión. Me hizo pensar, pero 
ahora, de acuerdo con las modificaciones, veo que ha sido eliminado, lo que me parece correcto. 


El otro tema tiene que ver con los servicios ocasionales y más exactamente con el servicio 
social gratuito. Es cierto que hay servicios ocasionales gratuitos, pero no sé si están bien 
dimensionados y cuánto afectan a cada una de las empresas. También quiero decir que creo que no 
representan un número tan importante. Entonces, como todas las empresas deben tener una estrategia 
de responsabilidad social y empresarial, a mi entender esa situación es absolutamente solucionable 
con muy escasos recursos para cada empresa. Como no son tantos esos servicios ocasionales, no veo 
por qué una empresa no puede tener preparadas tres o cuatro unidades -no todas- con cinturones de 
seguridad, como decían los señores Senadores Penadés y Moreira. Es cierto que para esos servicios 
ocasionales las empresas pueden poner ómnibus de línea, pero también pueden tomar la decisión 
empresarial de preparar tres, cuatro o cinco ómnibus con ese propósito y, así, cumplir con la 
disposición. Quiere decir que se trata de un problema de interpretación al revés, y si puede llegar a ser 
válida, tal vez tendríamos que redactar el artículo de manera tal que, para este servicio ocasional, 
especial, social y gratuito, se les requiera a las empresas que cumplan con la disposición y la norma. 


Salvo esas dos circunstancias, una ya resuelta por la eliminación en el artículo 12 -que me 
parece bien- y esta que creo se salva con la interpretación de la redacción, me sigo afiliando a la 
necesidad de que aprobemos este proyecto de ley porque, desde mi punto de vista, el objetivo final es 
mucho más válido -aunque se trate de prevenir una sola muerte- que discutir sobre los instrumentos, 
porque todos son válidos, aunque de menor o mayor importancia en volumen o aplicabilidad. 


Creo que esta es una discusión para cuando vayamos a aprobar el proyecto de ley. En 
definitiva, ratifico la posición que he tenido siempre con respecto al criterio general de la iniciativa. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: tengo una serie de preguntas para plantear, pero como 
llegué tarde, no sé cuál es el criterio con que se está manejando la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de que el señor Barrios conteste las interrogantes que acaban de 
formularse, con gusto le daré la palabra. 


SEÑOR BARRIOS.- Como se han planteado varios temas, me gustaría ordenar los conceptos. 


En primer lugar, tenemos la seguridad vial como elemento que protege la vida humana, y ese 
es el espíritu con el cual se aprobaron las Leyes N* 18.191 y N* 18.113. No olvidemos que 
cuando este Parlamento Nacional sanciona la Ley N* 18.191, prácticamente había un desierto en 
materia de seguridad vial, vista globalmente, salvo honrosas excepciones a nivel departamental. 


Cuando salió la ley de uso obligatorio del casco, sabíamos que íbamos a tener dificultades. 
Como se dijo aquí, el 70% de los fallecidos en este país son motociclistas, y en el 60% de los casos no 
usaban casco. O sea que el tema de que esto puede ser muy profundo o muy avanzado, creo que no 
debe ser el hilo conductor de una resolución de esas características, cuando se trata de poner al 
Uruguay a nivel de las recomendaciones mundiales, históricamente postergadas en este país. O sea 
que lo primero es pensar con cabeza de protección de la vida. 


Por otro lado, debemos aceptar que las cosas pasan en este país y, cuando suceden, es 
tarde. El transporte ocasional es lo que pasa en Montes del Plata hoy, donde 70 ómnibus, cada uno 


con 40 trabajadores, surcan la ruta 21, con dos puentes angostos y un tránsito de camiones que se 
multiplicó por cuatrocientos. Eso también es transporte ocasional. 


Está claro que hay situaciones en el país que no pueden repetirse. Los camiones de carga 
son para llevar carga, no para llevar seres humanos, porque cuando esos camiones vuelcan, esas 
personas mueren o se lesionan gravemente; no importa si son del Ejército, de una empresa privada, de 
la construcción, o si son camiones que llevan obreros zafrales, y sabemos que eso existe. Eso no 
nos debe limitar en el avance de una reglamentación. Tampoco nos puede detener el hecho de que 
actualmente haya falencias en los controles porque, si no, tendríamos que crear una ley para anular la 
Ley N* 18.191. Tan así es que en algunos departamentos el uso del casco es obligatorio hasta los 18 
años; todos lo sabemos. Hay personas que luego de haber cumplido los 18 años no usan más el 
casco. En otros casos no se controla el uso del casco, dándole la espalda a lo que representa la 
realidad de la siniestralidad y los costos sociales que esto tiene en el país. ¡Y vaya si hemos tratado de 
convencer para que se aplique la ley actual! 


También debemos tener en cuenta los aspectos que indican cuáles son los riesgos y dónde 
se producen. No es lo mismo ir con un ómnibus de determinado porte, como los del transporte urbano, 
que con una camioneta para doce pasajeros. Es a eso a lo que nos referimos. Si el traslado ocasional 
se realiza en un ómnibus o en un vehículo de un porte como el del transporte urbano, podría haber una 
excepción por lo que se decía, por ejemplo, del traslado desde la escuela del Cerro al Puerto de 
Montevideo. Pero esa excepción no puede hacerse extensiva al resto del transporte ocasional porque, 
en primer lugar, estaríamos generando una contradicción flagrante, de la que cualquier ciudadano 
común se daría cuenta y, en segundo término, sería una exposición al riesgo por una ley que no 
contempla una situación que ya ocurre en nuestro país. Por lo tanto, es claro que si un vehículo tiene 
determinado porte y respeta un área geográfica determinada -las zonas suburbanas- a una velocidad 
máxima determinada, esa es la excepción. 


Con respecto al hecho de que no se controle o no se cumpla -de eso dependeremos- cabe 
señalar que estamos estableciendo un plan de control automatizado de las rutas y de las ciudades. Por 
lo tanto, las multas quizás ya no requieran tener gran cantidad de personal controlando la velocidad. 
Eso es apostar a ir avanzando en este sentido. 


Entonces, si uno observa que la siniestralidad de los ómnibus es del 6%, ¿esto significa que 
no hay que atender esa realidad? No es así; hay que atenderla de la misma forma en que se atiende el 
0,3% de siniestralidad de los carros. ¡Y está bien que se atienda ese 0,3% de siniestralidad! 


También tenemos que atender, y muy enérgicamente, lo que ocurre con el 60% de los 
involucrados en accidentes de tránsito y que fallecen o tienen lesiones graves, que son los 
motociclistas. Pero también tenemos que atender, por ejemplo, el 36% de los peatones embestidos 
aquí en Montevideo, realidad que también presentan muchos lugares del interior del país. Los 
peatones embestidos en casi todos los departamentos del país conforman un grupo de entre el 20% y 
el 40%. Quiere decir que, de cada diez personas que mueren, cuatro son peatones. 


En ese sentido, delante de nosotros tenemos una muy buena oportunidad para dar un nuevo 
paso con relación a los contenidos que tenía la Ley N* 18.191, reforzado con acciones que 
necesariamente tenemos que empezar a aplicar y que, a su vez, van a forzar a las instituciones para 
hacer cumplir la ley. 


En definitiva, esto también nos obliga a todos a establecer esa estrategia de seguridad vial 
que haga que en Uruguay no tengamos cuatro veces más muertos que el promedio de muertes 
ocurridas en países europeos. 


Creo que esta discusión es muy enriquecedora, pero no puede apartarnos por la vía del 
interés empresarial en no invertir. En este sentido, les sugiero que averigúen cuánto le cuesta a una 
empresa equipar un ómnibus con cinturones de seguridad. No voy a arriesgar una cifra, pero tal vez 
cueste lo mismo que recaudan con la venta de los boletos de un día. Entonces, ¿de qué estamos 
hablando? Si le pedimos al trabajador que se compre la moto, el casco, el chaleco reflectivo y, a su 


vez, que imprima la matrícula -todo lo cual es correcto- en el caso de las empresas la principal 
responsabilidad social que hoy tienen es llevar a sus pasajeros en forma segura, y no deberían requerir 
una ley para hacerlo. Estamos acostumbrados que hasta que no aparece la ley no nos ponemos el 
casco, por citar un ejemplo. Precisamente, de lo que se trata es de avanzar en esa línea. 


Todos los estudios de investigación que se vayan a realizar los estamos planificando y 
desarrollando como nunca se hizo en el país. El 31 de diciembre de este año cerraremos la 
siniestralidad del 2012, y ahí vamos a tener los datos de la cantidad de lesionados y las lesiones que 
tiene este 6% que involucra ómnibus en todo el país. De todos modos, es evidente que hay que 
atender esta realidad para evitar que las cosas sucedan, y todo lo que tiene que ver con el transporte 
de personas en camiones va en línea con lo que acabo de mencionar. 


Uruguay ha avanzado y tiene que seguir haciéndolo en esta dirección porque eso, en 
definitiva, es lo que nos demanda la población. Recorremos el país permanentemente y recogemos los 
reclamos -se los haremos llegar a esta Comisión- de gente que ve que se lesionan sus familiares, sus 
gurises, porque no hay controles o estos son muy pocos. Por tanto, en esa línea también tenemos que 
actuar y lo hemos planteado en muchas oportunidades en esta Comisión, por encima de cualquier 
condimento partidario; hay que entender que esto no es problema de un partido o de un sector político 
y que hay que avanzar mucho en este tema. Por eso es que nos ha parecido muy enriquecedora y 
esclarecedora esta reunión. 


SEÑORA FORLÁN.- Ustedes hablan de porcentajes, pero en el porcentaje bajo también hay un ser 
humano. Los Legisladores han sido votados por el pueblo, por la ciudadanía, a quien considero deben 
cuidar; debe importar tanto el que va en una moto como el que se traslada en ómnibus. Además, para 
una familia, aunque ese porcentaje de siniestralidad sea menor, puede doler; el día de mañana el 
fallecido podría ser uno de sus familiares y allí se darán cuenta de por qué era importante luchar para 
reducir ese índice, más allá de que fuera bajo. Hay que pensar un poco en la parte humana. 


Entiendo que para los empresarios hay cosas que no sirven económicamente, pero algunos 
parámetros se pueden cambiar. Por ejemplo, se puede solicitar que los ómnibus lleguen al país con los 
cinturones, lo que es de sentido común. En cuanto al tema de los kilómetros, tengo claro que el ser 
humano, cuanto más seguro se siente -por ejemplo en su casa- no se concentra tanto como cuando 
está en lugares que no son cotidianos, y es cuando más siniestros existen. Por tanto, el tema de los 
kilómetros es muy relativo. Hay que reflexionar sobre estos temas. Sé que todo no se puede hacer, 
pero hay que tratar de hacer casi todo para reducir la siniestralidad. 


SEÑOR ROSADILLA.- No necesitamos decir que todos compartimos lo dicho en Sala y no creo que 
en ello haya diferencias, en el sentido de la vida como centralidad de cualquier tema y las normas 
jugando un papel importante para su regulación y protección. 


Lo que digo es que nosotros aprobamos leyes y debemos hacerlo teniendo en cuenta la 
sociedad en la que vivimos, su nivel de posibilidades y de desarrollo como para que sean normas -no 
un programa de seguridad vial o una recomendación- que tengan aplicabilidad. De lo contrario, 
podríamos aprobar leyes infinitamente generosas -que las hay- pero que son literatura enterrada y, 
además, eso genera una cultura acerca de que las leyes están pero no necesariamente se cumplen. 
En definitiva, se trata de debatir cuál es el grado posible de avance hacia un objetivo que todos 
compartimos. 


Ahora quisiera plantear algunas interrogantes acerca del material que han traído. Ustedes 
han eliminado una serie de artículos que básicamente tenían que ver con la forma de fijar distintos 
parámetros para los niños teniendo en cuenta peso y edad, y me gustaría saber el fundamento de 
dicha eliminación. 


SEÑORA LENCINA.- Lo que hicimos fue recoger lo que surgió del propio Parlamento en la visita 
anterior, oportunidad en la que se planteó que parecía mejor, desde el punto de vista reglamentario, 
contar con una serie de disposiciones acerca de los diferentes rangos: de cero a tres, de tres a cinco, 
de cinco a ocho, etcétera. Es decir que eso podría ser más correcto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entiendo que fue para cumplir con el reglamento. 


Por otro lado, después del viejo artículo 11 -que ahora es el 4”- pienso que sería bueno 
establecer un plazo para las obligaciones que se introducen, obviamente luego de la reglamentación. 
Me parece que al final de ese capítulo debería agregarse que luego de dictada la reglamentación habrá 
un plazo que ustedes estimarán pertinente; en ese tema no me meto. También teníamos anotado el 
artículo 12, que es complejo. 


Por otro lado, tengo algunas dudas también con respecto al artículo 13, que dice: “Toda 
persona que de acuerdo a su condición, no pueda tener control del área torácico abdominal, deberá 
viajar en vehículos automotores”, etcétera. Aquí no se hace ninguna distinción entre vehículos 
particulares, de transporte colectivo, taxis, ómnibus o vehículos especialmente habilitados para 
transportar personas con discapacidad. Estoy preguntando porque pienso, por ejemplo, en una 
persona con este tipo de discapacidad que debe ir al médico porque tiene problemas cardíacos; el 
único transporte con el que cuenta es el colectivo; quizá algún amigo o familiar lo puede llevar hasta la 
parada, lo sube a pulso y lo acomoda como puede, o tal vez haya personas que cuentan con alguien 
que los pueda llevar en auto, u otras que tienen la posibilidad de pagar un taxi, etcétera. ¿Estamos 
elaborando una norma genérica sin determinar el tipo de vehículo? 


Hay otro aspecto que sí conozco y va de suyo que tendría que ir: el Banco de Previsión 
Social paga transporte para personas discapacitadas, que en este caso creo que entraría 
perfectamente. Pienso que esos vehículos que transportan personas discapacitadas a centros de 
reeducación o de atención deberían estar comprendidos; allí voto con las dos manos. De todas formas, 
me parece que en general también podemos estar creando una situación de imposibilidad. Son simples 
preguntas. 


SEÑORA LENCINA.- En relación con lo que el señor Senador decía acerca de los plazos, hay una 
modificación que sugerimos y que plantea que el Poder Ejecutivo reglamentará esta ley en un plazo de 
ciento ochenta días a partir de su promulgación, lo que cubriría todos los aspectos reglamentarios de la 
ley. 


Con respecto a lo que señaló el señor Senador Rosadilla, debemos decir que es cierto: este 
tema fue planteado desde la Comisión de Gestión Social para la Discapacidad de la Intendencia de 
Montevideo, trabajando con un equipo especialmente asignado para ello. El universo de las situaciones 
de traslado de personas con discapacidad es tan complejo que con cualquier otra especificidad 
podríamos cometer una injusticia o dejar a personas sin traslado. Entonces, a fin de no cercenar 
ninguna posibilidad, no especificamos el tipo de vehículo; así evitamos que alguien diga, por ejemplo, 
que si no es en tal o cual vehículo, no se puede trasladar; incluso puede ser en vehículos particulares o 
en cualquier otro vehículo, pero siempre sujeto a lo que establezca el médico tratante, porque tampoco 
se trata de que, sí o sí, tengan que circular. 


De alguna manera, al analizar el tema veíamos que cada vez que tratábamos de dar mayor 
certeza de transporte generábamos una franja de personas que quedaban afuera, por las condiciones 
socioeconómicas o por imposibilidades de traslado. Sabemos que esto quedó fijado de un modo 
genérico; no es algo que se vaya a controlar y nadie se plantea sanciones. En realidad, obedece a un 
reclamo que se nos planteó desde la mencionada Comisión de Gestión Social para la Discapacidad, en 
el sentido de que por lo menos existieran elementos de seguridad tales como la nuquera. No podemos 
agregar mucho más, porque conocemos lo que puede pasar con este artículo y con la realidad de las 
personas que no pueden ser trasladadas y muchas veces consiguen que un vecino las lleve en el auto, 
por ejemplo. Lo mínimo es lo que diga el médico en relación a cómo la persona tiene que ser 
trasladada. Lo que aquí tenemos es la garantía, nada más. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estamos en lo que decíamos al principio: en una aplicabilidad imprecisa. 


Con respecto a los artículos 16 y 17 dije que habría que hacer una norma coherente. En 
realidad, el término “ocasionales” puede conducir a un cierto error conceptual, porque los transportes 
que todos los días llevan pasajeros a una empresa -aquí se citó el caso de Montes del Plata- tienen 


poco de ocasionales; más bien son regulares, aunque no se trate del transporte público, sino del 
transporte específico de una empresa. Por eso me parece que por la vía de la reglamentación 
podemos contemplar las excepciones. 


Acá se dijo -y es verdad- que una empresa con mucha dedicación puede poner cinturones a 
cuatro o cinco ómnibus, pero si así lo hiciera hay que sacarlos del transporte habitual. Entonces, no se 
trata del costo de los cinturones; se trata del costo de que esos ómnibus después no pueden integrar la 
flota habitual de la empresa. No se puede poner un día los cinturones, sacarlos y después ponerlos de 
nuevo. 


Obviamente, me gustaría que las empresas tuvieran una política de mayor responsabilidad 
social, pero tenemos el país que tenemos y vamos empujando con lo que tenemos. Ahora bien, tal vez 
por la vía de la reglamentación podamos, reitero, contemplar algunas excepciones. 


El anterior artículo 20 dice -es algo menor, pero si se mantiene me gustaría corregirlo- que 
“los requisitos establecidos en el artículo anterior serán exigibles a partir del 1% de enero de 2014”. 
Creo que fijar una determinada fecha a un proyecto de ley que está en debate y que no sabemos 
cuándo se va a aprobar, no es una buena técnica; en todo caso, debería decirse que esos requisitos 
serán exigibles a partir de equis cantidad de días de promulgada la ley. De cualquier modo, se me 
ocurre pensar que quizás exista una razón para que se haya establecido esta fecha, ¿es así? 


SEÑORA LENCINA.- Para nosotros es ideal que el plazo sea menor al 1? de enero de 2014. Tomamos 
ese año como referencia porque a nivel internacional y del Mercosur los países se comprometieron a 
establecer, para esa fecha, las pautas y lineamientos en implementos de seguridad. Claro que eso no 
quita que el Uruguay no pueda marcar la cancha con anterioridad. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entiendo, pero insisto en que no se puede poner una fecha porque no se puede 
saber cuándo se va a aprobar la ley. Esperamos que se apruebe rápidamente, quizá en dos meses, 
pero hay que tener en cuenta que aún debe seguir el trámite en la otra Cámara. 


Advierto que también fue eliminado el artículo 30, que según creo era casi imposible de 
aprobar. 


En lo personal, no tengo más observaciones para plantear. 
SEÑOR PENADÉS.- Por mi parte, quiero hacer una consideración. 


El proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo tiene una serie de anexos; me gustaría 
saber si se aspira a votarlos como integrantes de la iniciativa o si están meramente a título informativo. 


SEÑORA LENCINA.- Se trata de definiciones. 

SEÑOR PENADÉS.- ¿Se pretende que sean parte del cuerpo legal? 

SEÑORA LENCINA.- Exactamente, señor Senador. 

SEÑOR PENADÉS..- Entonces, también se los debe articular. 

SEÑORA LENCINA.- Como la Ley N* 18.191 no tiene articulado... 
(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo eso tiene que ver con una cuestión de forma que más adelante 
analizaremos. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo -aunque puedo estar equivocado- que lo de la adolescencia hasta los 19 
años se contrapone con otra norma. Aclaro que no lo estoy afirmando ni planteando como discusión; 
simplemente digo que tengo el temor de que pueda ser así. 


SEÑORA LENCINA.- Esta es una definición desde el punto de vista médico. En realidad, nos 
remitimos a los informes de la Organización Mundial de la Salud y a sus definiciones, que no 
cambiamos en absoluto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, también me inclino en el sentido de avanzar lo máximo posible 
en definiciones generales que establezcan un marco que, a su vez, nos permita acercarnos a las metas 
ideales. Reconozco que se debe elaborar normas que sean aplicables, pero no creo conveniente 
rebajar demasiado las metas por esa razón; hay que trabajar en ese sentido. 


Tengo entendido que existe cierto consenso en cuanto a definir un poco más lo concerniente 
a los servicios ocasionales. Me queda claro que nuestros visitantes han intentado que ciertos temas 
queden nítidamente legislados y regulados, pero de pronto existen otros respecto a los cuales hay que 
buscar una definición que los contemple. Un ejemplo: si el ómnibus 163 va todos los días a 
determinado lugar y luego lleva a gurises de la escuela al Parque Lecocq, no cambiaría nada; por lo 
tanto, me parece que habría que tratar de definir este aspecto, buscando contemplar ese tipo de 
circunstancias. Planteo esto como una recomendación. 


Quedaríamos a la espera del resultado de estos comentarios y de los aportes que nuestros 
visitantes puedan hacer desde hoy hasta el próximo miércoles; ojalá ese día podamos estar votando 
este proyecto de ley. 


SEÑOR BARRIOS.- El tema que, en mi opinión, fue un nudo central -y que se puede resolver 
relativamente rápido- tiene que ver con el porte del vehículo y la región donde está. En cuanto a la 
siniestralidad vial de dos vehículos, no es lo mismo hablar, por ejemplo, de una moto y un camión, que 
de un ómnibus versus un camión. En la lesividad y la siniestralidad, el porte del vehículo es un factor 
determinante y un elemento central. 


Asimismo, queremos señalar que estas iniciativas que se van a abordar están muy lejos de 
otras, como son las de Naciones Unidas. Tenemos que ser muy cautos para determinar qué es lo que 
incorporamos en una ley. Para poner un ejemplo, si incluyéramos las normas de las Naciones Unidas 
relativas, tanto a la parte tecnológica de los sistemas de sujeción, como a las características de los 
vehículos, tendríamos que hacer desaparecer al 60% de estos últimos. Cuando se incorpora una 
norma, hay que tener muy en cuenta  -así lo hemos hecho- su aplicabilidad en el Uruguay; por eso en 
este tema debemos avanzar lenta y prudentemente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, recibimos una nota de la Asociación Gonzalo Rodríguez, que 
hacía referencia a ese tema. Obviamente, la ley busca una aplicabilidad más escalonada. 


En base a lo conversado, solicitamos que a la brevedad se nos hagan llegar las 
modificaciones sobre la reglamentación y también, de ser posible, se aclare el tema del transporte 
ocasional. La idea es que en la próxima sesión podamos votar el proyecto de ley para elevarlo al 
Senado antes de que comience el tratamiento de la Rendición de Cuentas. Ese es el objetivo que 
teníamos marcado. 


Agradecemos mucho la presencia de los integrantes de la Unasev. 


(Se retira de Sala la delegación de Unasev.) 


-La Mesa solicita a los señores Senadores que no se retiren. Debido a un error de 
coordinación, no se avisó a los Transportistas de Carga que no concurrieran a este ámbito en el día de 
hoy, razón por la cual corresponde recibirlos. 


Antes de hacer pasar a la delegación, informo que la Comisión ya reenvió el informe jurídico 
pertinente respecto a que el proyecto relativo al Puerto de Aguas Profundas de Rocha no se verá 
aprobado de facto en el día de mañana; incluso, el Vicepresidente envió una nota diciendo que la 
iniciativa será estudiada como corresponde. Si los señores Senadores están de acuerdo, la idea es 
comenzar su estudio. 


SEÑOR VIERA.- Quisiera que esa interpretación en el sentido de que la iniciativa no entrará a regir 
tácitamente mañana, 2 de agosto, y que vamos a tratarla en régimen normal, quedara registrada 
claramente en la versión taquigráfica y que, además, por supuesto, se incorpore el informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente de la Comisión, me comuniqué con el señor Pedro 
Buonomo -Presidente de la Comisión del Poder Ejecutivo encargada de este tema- el doctor Homero 
Guerrero -abogado de la Comisión- el delegado del Ministerio de Defensa y el Subsecretario Jorge 
Menéndez, y todos me expresaron que jamás se tuvo, ni remotamente, la idea de que esto no se 
discutiera como corresponde. 


SEÑOR VIERA.- Que eso quede registrado en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo he señalado para reafirmar la situación y dar más seguridades. Quiero que 
quede bien en claro que la iniciativa se va a discutir en el Parlamento. El miércoles próximo 
comparecerá la Comisión del Poder Ejecutivo a la que hice referencia, y luego comenzaríamos a 
estudiar el tema. Se eligió un lugar, pero en la ley no figuran los elementos técnicos, desde el 
punto de vista logístico -batimetrias, etcétera- que motivaron tal elección. Esto habrá que discutirlo, 
así como también los otros temas que están involucrados. De manera que vamos a escuchar a la 
Comisión para que nos explique el proceso. 


La Presidencia propone votar que se den por ingresados los asuntos entrados y que se 
comuniquen por correo electrónico. 


(Se vota:) 


-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Transportistas de Carga del Uruguay.) 


-La Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado tiene mucho gusto en recibir a la 
delegación de la Asociación de Transportistas de Carga del Uruguay y pide disculpas por los problemas 
de coordinación que se suscitaron, pero en fin, errar es humano. 


SEÑOR VALVERDE.- En mi calidad de Presidente de la Asociación de Transportistas de Carga del 
Uruguay quiero agradecer a la Comisión por recibirnos. 


En una oportunidad anterior concurrimos a esta Casa para plantear otro tipo de problemas, y 
en este caso repetiremos algún punto de nuestro reclamo. En la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes hicimos el mismo planteo y 
dejamos sentados los aspectos que ahora hacemos llegar a los señores Senadores. 


También nos preocupan mucho algunos temas vinculados con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas. Uno de ellos tiene que ver con el famoso cierre de empresas y la entrada de camiones 


a engrosar ese parque automotor por sesenta días. En realidad, el cierre fue virtual porque en ese 
período se vendieron más camiones y entraron más empresas que nunca. 


Antes de los sesenta días pedimos una audiencia con el Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, señor Enrique Pintado, el señor Felipe Martín y algún otro asesor. Nos atendieron muy 
amablemente, pero nuestro planteo no tuvo ningún tipo de aceptación del señor Ministro, por decirlo de 
alguna manera. En esa reunión solicitamos que se prolongara el cierre de empresas porque 
considerábamos -no por capricho- que hay demasiados camiones y empresas en el Uruguay y que en 
este momento estamos repartiendo miseria. 


En uno de los puntos del reclamo se manifiesta que en épocas de zafra algunos productores 
entienden que faltan camiones, pero nosotros sostenemos lo contrario, por varios motivos. Por un lado, 
hay productores que piden más camiones de los que pueden llenar -quiere decir que algunas unidades 
quedan en el medio del camino perdiendo tiempo, lo que resulta totalmente infructuoso-y, por otro, 
están quienes dicen que faltan camiones, pero cuando fuimos a hacer las averiguaciones nos 
encontramos con que no habían pagado lo que correspondía. 


Desde el agro se nos critica que el costo del flete es caro -quizás tengan razón- pero 
nosotros aducimos que está en función de lo que nos marca el país y que si el costo país es 
demasiado alto, no podemos competir. Realmente es muy difícil competir cuando el litro de gasoil 
cuesta $ 36, cuando hay que pagar un salario -que es digno para el chofer, pero hay que pagarlo- y 
hacer frente a los aportes por concepto de BPS y DGI, todo lo cual conforma los aportes y honorarios 
que deben pagar las empresas. 


El 60% de la tarifa que se aplicó en la última zafra se lo lleva solamente el gasoil. Tenemos 
documentación oficial de las empresas -no tenemos prurito en abrir y mostrar a los señores Senadores 
lo que facturamos- avalando que resulta imposible trabajar de esa manera. 


A modo de ejemplo, podemos decir que un flete de Melo al Puerto de Montevideo tiene un 
costo de US$ 33 la tonelada. Si lo multiplicamos por 29.000 kilos -que es lo que más o menos puede 
traer un equipo- y teniendo en cuenta el tipo de cambio al momento de la zafra, que era $ 19,50 -si lo 
ubicamos en $ 20 o en $ 21 no hay diferencia- el flete oscilaba en los $ 18.500 o $ 19.000, exento de 
IVA, porque va a puerto. De esa cifra debemos pagar un promedio de $ 12.500 que se lleva cualquier 
reposición de gasoil por recorrer 800 kilómetros, de ida y vuelta, vacío y cargado. Además, tenemos 
que pagar $740 de peaje y aproximadamente $ 3.200 a los empleados. Si de ese viaje hacemos la 
resta, veremos que nos quedan escasos $ 3.000 o $ 3.500, sin contar el cambio de aceite, filtros, 22 
ruedas funcionando y el capital invertido, es decir, la amortización. Estamos analizando la situación 
para ver de qué manera podemos bajar costos. De hecho, anteayer mantuvimos una reunión con los 
representantes de la Asociación Rural del Uruguay y coincidimos en algunos puntos, como una forma 
de ver si realmente podemos hacer un trabajo en conjunto. 


En el material que dejamos a la Comisión encontrarán también nuestra aspiración de llegar al 
gasoil productivo, tema sobre el que se nos ha contestado que sí y que no. Por ejemplo, si trabajo en 
Montes del Plata -declarado zona franca- me cobran $ 20 el litro de gasoil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que tiene de menos es el IVA. 
SEÑOR VALVERDE.- No; si se trabaja dentro de Montes del Plata, el litro cuesta $ 20. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás a los costos de transporte también le saquen el 12% o el 14% del 
convenio logístico. Como están los costos del transporte, también le deben sacar el IVA y los costos de 
logística, pasando entonces a ser $ 16 menos. 


SEÑOR VALVERDE.- También tenemos competencia desleal. Por ejemplo, si nos aproximamos a la 
frontera tenemos una diferencia, porque el litro de gasoil del lado brasileño cuesta $ 23. Tenemos 
colegas que nos están haciendo una competencia desleal porque andan con tanques de 1.000, 1.500 y 
2.000 litros en los camiones. Son pocos como se acota, pero retienen uno y se les van cuarenta y 


cinco, y el trabajo sigue andando. Hoy tenemos grandes preocupaciones en Río Branco, Treinta y Tres 
y Melo. Posiblemente la semana que viene mantengamos una reunión con la gente de aquel lugar. La 
preocupación que queremos trasmitir a la Comisión se vincula con lo que se va a tratar en ese 
encuentro. 


Pedimos que haya un registro de empresas, que por dos años se haga un cierre y que a los 
diez meses o al año se evalúe la situación para ver si se puede prolongar ese cierre o si realmente es 
necesario abrirlo. Además, pedimos que los camiones no entren más. Actualmente, en Uruguay hay 
alrededor de 26.300 camiones, pero al no haber zafra ni movimiento estamos repartiendo miseria 
porque los galpones están llenos de vehículos. A su vez, tenemos problemas con los países vecinos 
porque la exportación se detuvo por problemas con Argentina; cuando hay movimiento es de acá para 
allá o viceversa, pero con camiones de bandera extranjera. En algunos de los párrafos mencionamos 
que el que quiera comprar un camión tiene que sacar uno más viejo y mantener el parque automotor 
por sustitución. 


Por otro lado, solicitamos que se haga una fiscalización más estricta por parte de la Dirección 
Nacional de Transporte y del órgano de control correspondiente, que hoy no se hace. En la actualidad 
hay mucha competencia desleal, porque muchos productores compraron diez, quince y hasta sesenta 
camiones, y terminan haciendo sus propios fletes. No creemos que necesiten esa cantidad de 
vehículos para una zafra que dura dos o tres meses; estamos viendo que eso termina siendo un flete 
encubierto. 


Además, sostenemos que en el transporte hay una dicotomía, pero nosotros llevamos la 
bandera de la importación de camiones usados y en las carpetas que les hemos entregado damos 
ejemplos en ese sentido. Estamos al borde de la miseria porque para formar cualquier equipo de 
camioncitos y trabajar con este tipo de tarifas se necesitan US$ 140.000 o US$ 150.000. Ponemos 
ejemplos de equipos que tienen cuatro o cinco años de uso y un promedio de US$ 15.000, US$ 
20.000, US$ 25.000 o US$ 30.000. No queremos que esto se haga en forma indiscriminada, sino que 
esté a cargo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas para empezar a ayudar a los transportistas 
que han quedado rezagados y tienen camiones usados de más de veinte años. 


Según los datos de la última gráfica, de hasta 12 años tenemos 13.111; de 13 a 20 años de 
uso, 6.730; de 21 a 25 años, 1.910; de 26 a 30 años, 580; de 31 a 35 años, 2.380; y de más de 35 
años, 1.753. 


Hay gente que dice que el que no tiene camión es porque no quiso, pero yo no creo que haya 
un ser humano que prefiera trabajar en uno de hace 25, 30 o 35 años; a cualquiera de nosotros se nos 
endulza el paladar si pensamos en usar un camión electrónico de última generación que tenga todos 
los chiches que se puedan imaginar. 


Nosotros no venimos a hacer este pedido caprichosamente, sino que podemos demostrar lo 
que estamos manifestando. Cuando los señores Senadores lo crean conveniente, podemos poner la 
verdad arriba de la mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes entraron en el sistema de descuento de IVA al gasoil? 


SEÑOR TESTA.- Sí, pero el problema es que cuando hacemos muchas exportaciones nos queda un 
acumulado para el otro lado, y si bien es un IVA-compras, no podemos descontarlo porque no 
facturamos IVA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro; además no pueden pasar el máximo. 


SEÑOR TESTA.- Todos sabemos que, en realidad, se le puede pedir un certificado a la DGI por un 
determinado motivo, pero eso implica que haga una revisación de la empresa, lo que genera miedo 
porque, por más que estemos al día y tengamos todo en forma prolija, si nos encuentran algo, somos 
boleta. 


Por otro lado, entre las empresas chicas que tienen uno, tres, cuatro o cinco camiones -somos 
el 85% de un total de 5.300 empresas de transporte profesional, y este es un dato oficial- hay un gran 
porcentaje de camiones usados y con muchos años de uso. Esto se debe a que no hay un crédito ágil 
para ese tipo de empresas; se ponen muchas exigencias para hacer un leasing o pedir un crédito y, en 
muchos casos, terminan diciendo que no somos seguros para el banco. 


Creo que algunos señores Diputados se han puesto a trabajar a los efectos de concretar un 
crédito del Banco de la República y que, en el caso del transporte de carga, la garantía sea el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, como sucedió en el caso de los ómnibus. Además, esta 
Cartera tiene la potestad de dejarnos trabajar o no, porque puede sacarnos el número o la certificación 
de la empresa. 


Asu vez, reitero que una estancia acaba de comprar diez camiones y otros cuatro productores 
compraron sesenta camiones. 


Nosotros venimos a tocarles el timbre a los señores Senadores, como lo hemos hecho en 
muchos otros lados, para ver si alguno resulta efectivo. Hoy estamos en cero; por lo tanto, cualquier 
cosa es beneficiosa para lo que estamos buscando. Nosotros queremos abaratar los costos, pero hoy 
subió el peaje. Quisiéramos que se hiciera una diferenciación entre el transporte propio y el profesional, 
por ejemplo según los kilos, para desestimular al transporte propio y que no compita con el profesional, 
cuya única actividad es realizar fletes. Pedimos que se le exija al transporte propio que, al igual que 
nosotros, tenga choferes profesionales que realicen los diversos cursos para cargas peligrosas. El 
transporte propio traslada su mercadería y esta entra dentro de la catalogada como peligrosa. Ese es 
un costo para nosotros. Por un lado, se nos exige y, por otro, se realiza una competencia desleal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que estuve viendo, lo que está manifestando el señor Testa no está 
dentro del material que nos entregaron. 


SEÑOR TESTA.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo pregunto porque sería bueno mandarle este material al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR TESTA.- Queremos ver cómo podemos alejarnos del transporte propio y desestimularlo. 
Pensamos que el productor debe encargarse de lo suyo, es decir, de producir; nosotros nos 
ocuparemos del transporte y, si es caro, entre todos tendremos que buscar la forma de abaratarlo. 
Estamos pidiendo que el aporte patronal, que hoy es del 7,5%, pase a cero, como lo supimos tener un 
día. Todo lo que se pueda lograr va a repercutir en el tema de las tarifas. Por eso volvemos al tema del 
camión usado, porque no es lo mismo tener un camión usado que uno de US$ 150.000. En esas 
condiciones es imposible llegar a esa tarifa. Pretendemos empezar a favorecer -sería a cargo del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y controlado por este- a la gente que quedó relegada en el 
tiempo por diferentes circunstancias, planteándole una opción; de esa manera le daríamos una mano 
entre todos, si se la queremos dar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Como principio tienen las cosas, creo que lo medular es el cierre del Registro. 
Sabemos que el lobby empresarial está haciendo muchísima fuerza; entre otras cosas, se dice que es 
inconstitucional, pero nosotros no entendemos por qué. Tanto el transporte colectivo como el taxímetro 
están regulados; las actividades comerciales tienen regulación, pero el transporte de carga no. 


Voy a leer unos datos que están sacados de Ascoma. En el año 2003 se vendían 100 
camiones; en 2011, se vendieron 3.561 y en 2012, con dos meses de cierre -según ellos y otros 
industriales, se iban a fundir- se vendieron 1.684 camiones en cuatro meses, es decir, más que nunca. 


SEÑOR ROSADILLA.- No entiendo por qué se hace referencia a dos meses y después a cuatro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Los datos están tomados a mitad de año, pero hubo dos meses de cierre del 
Registro. Lo que señalaba era que, aunque el Registro estuvo cerrado dos meses, se vendieron más 
camiones. A pesar de estos datos, en los lobbies empresariales se nos ataca. Por la información que 
entregamos, verán que se trata de camiones en serio y no chinos. Lo medular es que hay 32 empresas 
con más de 50 camiones y otras 4.427, o sea el 85% o el 88% -los datos difieren- que mueven el 
transporte en general. Ahora bien, sucede que mucha de esta gente ha hecho leasing para poder 
competir con empresas gigantescas que vienen a “jugar a los camioneros”, porque los manejan 
financieramente. Es mucho más fácil ganar US$ 1:000.000 haciendo dumping con un camión, que 
poniendo el dinero en el banco para que lo cuiden. Eso es algo que se está viendo. Si deseamos que 
haya un oligopolio, que siga abierto el Registro; nosotros no lo queremos porque sentimos que es 
como una muerte anunciada del pequeño y del mediano, que han sido los que siempre le pusieron el 
pecho a las balas. Como decía, aparecen empresas gigantescas haciendo dumping y, a esta altura del 
partido, nos va la vida en esto. Todo lo otro está relacionado con esto. Cabe preguntarse de qué sirve 
conseguir lo otro si después no tenemos trabajo o nos pagan lo que quieren. 


SEÑOR ROSADILLA.- Voy a cometer, quizás, un exceso de sinceridad. Hoy es un día complicado, 
pues hay una baja representación de Senadores en la Comisión y se plantea la situación de que todos 
somos uruguayos. A mí me gustaría, más allá de que luego podamos discutirlo con los demás 
miembros de la Comisión, pedirles más información escrita a los invitados, si es que existe y, luego de 
recibirla, volver a convocarlos para tener un intercambio más abundante y suelto, no apremiado porque 
somos tres Senadores y por la hora que es. Digo esto con extrema sinceridad. En realidad, no tendría 
inconveniente en quedarme más ahora, pero creo que el tiempo no rendiría. 


SEÑOR VALVERDE.- Recojo la propuesta del señor Senador y le preguntaría qué tipo de 
documentación desearía que le mandáramos. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás sea más conveniente que nos envíen información por e-mail. 


SEÑOR VALVERDE.- Con mucho gusto. Tenemos gran cantidad de material y, en realidad, a veces no 
nos animamos a traer mucho para que la información no resulte excesiva. 


Agradecemos a los señores Senadores que nos hayan recibido y les pedimos que, en la 
medida de lo posible, intenten darnos una mano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería adecuado enviar la versión taquigráfica de esta sesión al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al menos para que en ese ámbito se sepa que el objetivo es 
considerar el tema. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas agradece la presencia de los representantes de 
la Asociación de Transportistas de Carga del Uruguay. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 33 minutos.) 
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